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El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en el marco de una 
cuestión prejudicial, ha examinado si se opone al Derecho de la 
Unión una normativa nacional que obliga a poner a disposición 
del público datos personales de los socios (incluso de los minori-
tarios) de una sociedad anónima cuando el acceso a dichos datos 
no está supeditado a ningún requisito, por ejemplo, la acreditación 
de un interés legítimo.
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1.	 Antecedentes 

	 § 1.  En el marco de un recurso presenta-
do por un grupo de personas físicas ante 
el Tribunal Constitucional de Letonia, esta 
corte elevó al Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea una solicitud de decisión 
prejudicial. El problema arrancaba de lo 
dispuesto por el artículo 235 del Código 
de Comercio de esa república y en el ar-
tículo 4 de la Ley letona sobre el Registro 
Mercantil. El primero prevé la inscripción 
en el registro de accionistas de deter-
minada información sobre éstos y sobre 
su participación en el capital. En el caso 
de las personas físicas, esa información 
comprende sus datos personales (incluida 
una dirección de contacto). Y, con inde-
pendencia de si se trata de una persona 
física o jurídica, la información disponible 
abarca la dirección de correo electrónico 
del accionista (cuando éste haya solicitado 
que la sociedad de la que es accionista la 
utilice para comunicarse con él); la cate-
goría, el número y el valor nominal de sus 
acciones, y el número de votos asociados 
a esas acciones. Por su parte, el segundo 
de los preceptos citados establece que 
estará a disposición del público toda esa 
información relativa a los accionistas de 
sociedades anónimas. Es importante des-
tacar que, según dicha normativa, resulta 
posible acceder a esa información en línea 
y que es igualmente posible descargarla 
de forma masiva, incluso por un usuario 
no identificado.

	 § 2.  Según los demandantes en el pro-
ceso constitucional (accionistas minorita-

rios que, ni tenían el carácter de «titulares 
reales», ni eran las personas encarga-
das de su administración o gestión de la 	
compañía, ni tenían la posibilidad de ejer-	
cer control alguno sobre ella), su ley na-
cional no ofrecía justificación alguna de 
la necesidad de publicar la información 
relativa a los accionistas y de tratarla 
como información de acceso al público 
en general. Y añadieron que, una vez que 
la información se ponía a disposición del 
público, no se restringía su uso posterior. 
Por tanto –adujeron–, existía un alto ries-
go de que la información en cuestión se 
utilizara con fines deshonestos como el 
fraude, la extorsión o el chantaje. Por su 
parte, el Parlamento de Letonia mantuvo 
que la disposición controvertida (la par-
te relevante del referido artículo 4 de la 
Ley del Registro Mercantil) era conforme 
con la Constitución letona. A su juicio, la 
limitación de los derechos fundamentales 
es legítima cuando tiene por objeto ga-
rantizar un entorno empresarial transpa-
rente y proteger los intereses de terceros, 
combatir el blanqueo de capitales y la fi-	
nanciación del terrorismo, y facilitar la 
información necesaria para la aplicación 
de las sanciones previstas en la normati-
va nacional, internacional y de la Unión. Y 
sostuvo que, para alcanzar estos objetivos, 
es necesario que cualquier persona pueda 
acceder a la información de que se trata 
sin demora y sin que se le imponga la obli-
gación de demostrar un interés legítimo 	
a tal fin.

	 § 3.  En el curso del procedimiento for-
mularon observaciones el Gobierno letón, 

1	 Según comunica en su web la Unión Europea, la denominación de este asunto es ficticia; no se corresponde 
con la denominación de ninguna parte en el procedimiento [llamada de la nota en el título del documento].
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los Gobiernos polaco, finlandés, sueco y 
noruego, el Parlamento Europeo, el Con-
sejo de la Unión Europea y la Comisión 
Europea (las observaciones presentadas 
por el Gobierno sueco, el Parlamento y 
el Consejo afectaban únicamente a las 
cuestiones prejudiciales primera y segun-
da, a las que inmediatamente nos refe-	
riremos). 

2.	 Las cuestiones planteadas

§ 4.  En este contexto, el Tribunal Consti-
tucional planteó las siguientes cuestiones 
prejudiciales:

1)	 ¿Debe interpretarse el concepto 

de personas que ‘participen en la 

administración, la vigilancia o el 

control de la sociedad’ que figura 

en el artículo 14, letra d, de la Di-

rectiva 2017/1132 en el sentido de 

se [sic] refiere a cualquier accio-

nista de una sociedad anónima, 

de modo que un Estado miembro 

está obligado a publicar la infor-

mación relativa a cada accionista 

de una sociedad anónima y a po-

nerla a disposición del público en 

el Registro de conformidad con el 

artículo  16, apartado  3, de la Di-

rectiva 2017/1132?

2)	 En caso de respuesta afirmativa a la 

primera cuestión, ¿es válido, a la luz 	

del derecho al respeto de la vida 	

privada y familiar garantizado por 

el artículo 7 de la Carta y del dere-

cho a la protección de los datos de 	

carácter personal garantizado por 

el artículo 8 de esta, el artículo 14, 

letra d, inciso ii, de la Directiva 2017/	

/1132, en la medida en que dispo-

ne que se publiquen indicaciones 

relativas a cada accionista de una 

sociedad anónima?

3)	 ¿Debe interpretarse el artículo  5, 

apartado 1, letra b, del [RGPD] en 

el sentido de que el tratamiento de 

datos personales de los accionis-

tas de una sociedad anónima pue-

de tener como fin, en primer lugar, 

garantizar un entorno empresarial 

transparente y proteger los intere-

ses de terceros; en segundo lugar, 

prevenir el blanqueo de capitales 	

y la financiación del terrorismo y 	

de la proliferación y, en tercer lu-	

gar, facilitar la información nece-

saria para la ejecución de san-	

ciones nacionales, internacionales 

y de la Unión Europea?

4)	 ¿Permiten los principios estableci-

dos en el artículo 5, apartado 1, del 

[RGPD], a efectos de los fines antes 

mencionados, el establecimiento 	

de una normativa nacional en vir-

tud de la cual cualquier persona 

puede obtener los datos perso-	

nales de cualquier accionista de 

una sociedad anónima, sin estar 

obligada a demostrar un interés 

legítimo en la obtención de tales 

datos?

3.	 Alcance del artículo 14d de la Directi-
va 2017/1132

	 § 5.  El artículo 14d de la Directiva (UE) 	
2017/1132 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 14 de junio, sobre determina-
dos aspectos del Derecho de sociedades, 
establece lo siguiente:

	 Los Estados miembros tomarán las 

medidas necesarias para que la publi-	
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cidad obligatoria relativa a las socie-

dades se refiera al menos a los actos e 

indicaciones siguientes:

	 […]

d)	 el nombramiento, el cese de funcio-

nes, así como la identidad de las per-

sonas que, como órgano legalmente 

previsto, o como miembros de tal ór-

gano:

i)	 tengan el poder de obligar a la so-

ciedad con respecto a terceros y 

representarla en juicio; las medidas 

de publicidad precisarán si las per-

sonas que tengan poder de obli-

gar a la sociedad pueden hacer-	

lo por sí solas o deben hacerlo con-	

juntamente, 

ii)	 participen en la administración, la 

vigilancia o el control de la socie-

dad;

	 § 6.  Como explica el Tribunal de Justicia, 
mediante la primera cuestión prejudicial el 
órgano jurisdiccional remitente pregunta-
ba, en esencia, si el referido artículo 14, 
letra d, de la Directiva 2017/1132 debe in-
terpretarse en el sentido de que exige la 
publicación de información sobre todos 
los accionistas de las sociedades a las 
que se refiere dicha disposición, inclui-	
dos los accionistas minoritarios de tales 
sociedades.

	 § 7.  Pues bien, como parece bastante 
claro, la sentencia comentada afirmó (tras 	
una «sobreargumentación» que resulta 
hasta cierto punto contraproducente, por-
que debilita la fuerza de la conclusión) que 
el precepto en cuestión no es aplicable a los 
accionistas (o socios) de la compañía. En 	

efecto, los socios no son nombrados ni 
cesados en sus funciones; no puede con-
fundirse su estatus jurídico con el de los 
administradores y representantes orgáni-
cos; ninguna norma de la directiva exige 
la publicación de las modificaciones en la 
composición del accionariado de la socie-
dad; finalmente, la publicación de datos 
relativos a todos los accionistas de socie-	
dades anónimas y, en particular, a sus ac-	
cionistas minoritarios no parece ser útil 
a la luz del objetivo de protección de los 
intereses de terceros y de la seguridad ju-
rídica, por lo que no puede justificarse por 
dicha finalidad (los accionistas minoritarios 
no están facultados para representar a una 
sociedad, ni para obligarla frente a terce-
ros, ni para ejercer funciones de gestión 	
y de control –a diferencia de los miem-
bros de los órganos de administración y 
de dirección de tal sociedad–).

	 § 8.  A la luz de lo expuesto, el tribunal de-
claró que el mencionado artículo 14d de la 
Directiva 2017/1132 «debe interpretarse en 
el sentido de que no exige la publicación 
de información sobre todos los accionis-
tas de las sociedades a las que se refiere 
dicha disposición, incluidos los accionistas 
minoritarios de tales sociedades».

	 § 9.  Es importante recordar que los ar-	
tículos 13 a 28 de la Directiva 2017/1132 se 
aplican tanto a las sociedades anónimas 
como a las de responsabilidad limitada 	
(art. 13 y anexo II). Por ello, lo que el Tribu-
nal de Justica ha dicho sobre la interpre-
tación del artículo 14d al resolver la prime-	
ra cuestión prejudicial (relativa a una socie-	
dad anónima) puede extenderse, mutatis 
mutandis, a las sociedades limitadas.

	 § 10.  Obviamente, dados los términos 
en los que se planteó la segunda cuestión 
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prejudicial, resultaba improcedente resol-
ver la segunda.

4.	 Alcance de los artículos 5 y 6 del Regla-
mento General de Protección de Datos

	 § 11.  El Tribunal de Justicia examinó con-	
juntamente las cuestiones prejudiciales ter-
cera y cuarta, que se centraban en los ar-	
tículos 5 y 6 del Reglamento (UE) 2016/	
/679 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 27 de abril, relativo a la protección 
de las personas físicas en lo que respec-
ta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos (RGDP 
o Reglamento General de Protección de 
Datos). Básicamente, el tribunal remiten-	
te de la solicitud preguntaba si los mencio-
nados preceptos deben interpretarse en 
el sentido de que serían contrarios a una 
normativa nacional que obligara a poner 
a disposición del público datos persona-
les de todos los accionistas de sociedades 
anónimas (incluidos los accionistas mino-
ritarios) sin que el acceso a dichos datos 
estuviera supeditado a requisito alguno, 
como la demostración de un interés le-
gítimo. Como se indicó más arriba (supra, 
§ 1), se trataría, en el caso analizado, de 
datos relativos a la identidad de cada uno 
de esos accionistas, de datos de contac-
to y de información sobre la categoría, el 
número y el valor nominal de las accio-
nes que poseen, y sobre el número de 
votos asociados a dichas acciones. Todo 
ello a la luz de las finalidades persegui-
das por la normativa nacional cuestiona-
da: a) garantizar un entorno empresarial 
transparente para proteger los intereses 
de terceros; b) prevenir el blanqueo de 
capitales, la financiación del terrorismo y 
la proliferación de armas de destrucción 	
masiva, y c)  proporcionar la informa-	
ción necesaria para la aplicación de san-

ciones nacionales, internacionales y de la 	
Unión.

4.1.	 Principios y reglas generales derivados 
de la normativa europea aplicable

	 § 12.  En el asunto litigioso, no se 
discutía que la obligación legal esta-
blecida por la legislación letona de 
poner a disposición del público en 	
general información sobre los accio-	
nistas –personas físicas– de socie-
dades anónimas constituye un su-
puesto de tratamiento de datos per-
sonales a los efectos de la normativa 
de la Unión (art. 4.1 y 2 RGPD).

	 § 13.  El artículo 5.1 del Reglamento 
General de Protección de Datos es-
tablece lo siguiente en cuanto a los 
datos personales: 

a)	 Deben ser tratados de manera 
lícita, leal y transparente en rela-
ción con el interesado (principio 
de «licitud, lealtad y transparen-
cia»). 

b)	 Deben ser recogidos con fines 
determinados, explícitos y legí-
timos y no ser tratados ulterior-
mente de manera incompatible 
con dichos fines (principio de «li-	
mitación de la finalidad»). Esto 
significa, en primer lugar, que 
los fines del tratamiento deben 
determinarse, a más tardar, en el 
momento de la recogida de los 
datos personales; en segundo lu-
gar, que los fines del tratamiento 
deben indicarse claramente, y, 
por último, que los fines del tra-
tamiento deben garantizar, en 
particular, el tratamiento lícito de 
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esos datos a los efectos del ar-	
tículo 6 del Reglamento General 
de Protección de Datos.

c)	 Deben ser adecuados, pertinen-
tes y limitados a lo necesario en 
relación con los fines para los 
que son tratados (principio de 
«minimización de datos»). 

d)	 Deben ser exactos y, si fuera ne-	
cesario, actualizados; a este pro-	
pósito se adoptarán todas las 
medidas razonables para que se 
supriman o rectifiquen sin dila-
ción los datos personales que 
sean inexactos con respecto a los 
fines para los que se tratan (prin-
cipio de «exactitud»).  

e)	 Deben ser mantenidos de forma 
que se permita la identificación 
de los interesados durante no 
más tiempo del necesario para 
los fines del tratamiento de los 
datos personales  (principio de 
«limitación del plazo de conser-	
vación»). 

f)	 Deben ser tratados de tal manera 
que se garantice una seguridad 
adecuada de los datos persona-
les, incluida la protección contra 
el tratamiento no autorizado o ilí-
cito y contra su pérdida, destruc-
ción o daño accidental, mediante 
la aplicación de medidas técnicas 
u organizativas apropiadas (prin-
cipio de «integridad y confiden-
cialidad»). 

	 § 14.  Por su parte, el artículo 6.1 del 
Reglamento General de Protección de 
Datos enumera un conjunto de condi-	

ciones de las que ha de cumplirse al 
menos una para que el tratamiento 
de datos personales sea lícito. El pri-
mero de los supuestos de licitud se 
da, lógicamente, cuando el interesa-
do consiente en el tratamiento de sus 
datos personales para uno o varios 
fines específicos. Pero, en ausencia 
de este consentimiento, pueden en-
trar en juego otras circunstancias (las 
restantes enumeradas en el citado 
artículo 6.1 del reglamento) que pue-
den justificar el tratamiento de datos 
personales (si bien deben ser obje-	
to de interpretación restrictiva). Por lo 	
que ahora interesa, estará justifica-	
do ese tratamiento de datos perso-
nales cuando «sea necesario para el 
cumplimiento de una obligación le-
gal aplicable al responsable del tra-
tamiento» (art. 6.1c). A su vez, la nor-
mativa (la legislación letona, en este 
caso) que prevea tal obligación (la 
«base jurídica») deberá determinar 
la finalidad de ese tratamiento de da-	
tos (art. 6.3 RGDP) y, como recuer-
da el tribunal, debe cumplir un ob-	
jetivo de interés público y ser pro-
porcional al fin legítimo persegui-
do. A este respecto debe apuntarse 
que el abogado general (conclusión 
número 45) señaló que en el proce-
dimiento no había quedado claro si 
la «base jurídica» (la normativa le-
tona) precisaba realmente las finali-
dades del tratamiento previsto para 
los datos personales de los socios (y 
advirtió que corresponde al órgano 
jurisdiccional remitente comprobar si 
se cumple este requisito).

	 § 15.  A todo ello hay que añadir que 
los derechos fundamentales al respe-
to a la vida privada y a la protección 
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de los datos personales (arts. 7 y 8 de 
la Carta de los Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea –la Car-
ta–) pueden ser limitados por la ley, 
siempre con respeto a su contenido 
esencial y de acuerdo con el princi-	
pio de proporcionalidad. Y esta pro-
porcionalidad con el objetivo perse-
guido de aquellas medidas que impli-
can una injerencia en el derecho a la 
protección de los datos de carácter 
personal exige su idoneidad y nece-
sidad, así como su carácter propor-
cionado (ahora entendido el término 
en sentido estricto, como apunta el 
abogado general en sus conclusio-
nes –número 46–) en relación con 
el objetivo perseguido. Todo ello im-
plica, de un lado, que, cuando exis-
tan varias medidas adecuadas para 
la consecución de los objetivos le-	
gítimos perseguidos, deberá recu-
rrirse a la menos onerosa; y, de otro, 
que ha de garantizarse que la impor-
tancia del objetivo de interés general 
perseguido por la limitación del de-
recho fundamental guarde relación 
con la gravedad de la injerencia pre-
vista. Por lo demás, la «base jurídi-
ca» (la normativa nacional en nuestro 
caso) debe también establecer reglas 
claras y precisas sobre el alcance y la 
aplicación de las medidas e imponer 
unas exigencias mínimas, de modo 
que las personas afectadas dispongan 	

de garantías suficientes que permi-	
tan proteger de manera eficaz sus da-
tos personales contra los riesgos de 
abuso, garantizando así que la inje-	
rencia se limite a lo estrictamente ne-
cesario.

4.2.	El examen de legislación nacional con-
trovertida

	 § 16.  El Tribunal de Justicia, en primer 
lugar, recordó que la comunicación de 
datos personales a terceros, incluida 
la puesta a disposición de tales da-
tos, constituye una injerencia en los 
derechos fundamentales consagra-
dos en los artículos 7 y 8 de la Carta, 
cualquiera que sea la utilización que 
posteriormente se haga de la informa-
ción comunicada. Y, en segundo lugar, 
precisó que carece de relevancia que 
la información relativa a la vida priva-	
da de que se trate tenga o no carácter 
sensible o que los interesados hayan 
sufrido o no inconvenientes debido a 
tal injerencia.

	 § 17.  En el caso resuelto, la injerencia	
 está prevista por la ley (supra, §§ 1 y 14; 
art. 6.1c RGPD), pero resultaba preciso 
examinar la gravedad de dicha inje-
rencia en los derechos fundamentales 
afectados y valorar si la importancia 
de los objetivos supuestamente per-
seguidos por dicha legislación guarda 	

Cabe introducir limitaciones al derecho  
a la protección de los datos personales  
siempre que sean establecidas por ley y respeten  
el contenido esencial de tal derecho  
y el principio de proporcionalidad
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proporcionalidad con la mencionada 
gravedad de la injerencia prevista.

	 § 18.  En cuanto a lo primero, el tri-
bunal observó que la información 
puesta a disposición del público per-
mite elaborar un perfil sobre, entre 
otras cosas, la situación patrimonial 
de los interesados a cuyos datos se 
accede y sobre los sectores econó-
micos y empresas específicos en los 
que invierten. Constató igualmen-	
te que, de conformidad con la legis-
lación controvertida, los datos serán 
accesibles a un número potencialmen-
te ilimitado de personas y que su trata-
miento puede permitir el libre acceso 
a esos datos por personas que, por 
razones ajenas al objetivo perseguido 
por dicha puesta a disposición, preten-
dan informarse sobre la situación, en 
particular, material y económica, del 
accionista (tanto más cuanto que tales 
datos pueden consultarse en internet). 
Y señaló que las consecuencias que 
para las personas afectadas podrían 
derivarse de una posible utilización 
abusiva de sus datos personales se ven 
agravadas por el hecho de que esos 
datos, una vez puestos a disposición 
del público en general, no sólo pueden 
ser libremente consultados, sino tam-
bién conservados y difundidos (con el 
añadido de que, en caso de tales tra-
tamientos sucesivos, se haría aún más 
difícil para esas personas, incluso ilu-
sorio, defenderse eficazmente contra 	
abusos).

	 § 19.  En definitiva, la puesta a dispo-	
sición de los datos prevista en la legis-	
lación nacional letona constituye una 
injerencia grave en los derechos fun-
damentales al respeto a la vida priva-	

da y a la protección de los datos per-
sonales.

	 § 20.  Una vez afirmado lo anterior, 
resultaba preciso avanzar en la argu-
mentación examinando si la legislación 
letona cumple las exigencias de ido-
neidad, necesidad y proporcionalidad 
con respecto a los objetivos perse-
guidos (vide supra, § 11). Pues bien, 
el tribunal vino a afirmar que los tres 
objetivos perseguidos por la legisla-
ción nacional controvertida (garantizar 
un entorno empresarial transparente 
con el fin de proteger los intereses 
de terceros, la prevención del blan-
queo de capitales y de la financia-
ción del terrorismo, y proporcionar 
la información precisa para la aplica-
ción de sanciones) pueden calificar-
se como objetivos de interés general 
reconocidos por la Unión Europea. Y, 	
en esa medida, apuntó el abogado 
general en sus conclusiones (núme-
ros 49 a 52), constituyen objetivos le-	
gítimos que pueden justificar injeren-
cias, incluso graves, en los derechos 
fundamentales consagrados en los 
artículos 7 y 8 de la Carta, siempre 
que se respete el principio de pro-
porcionalidad. 

	 § 21.  En este sentido, y como ya sabe-
mos (supra, § 7), el Tribunal de Justicia 
consideró que la publicación de datos 
relativos a todos los accionistas de so-	
ciedades anónimas y, en particular, a 
sus accionistas minoritarios, no parece 
tener utilidad para alcanzar el objeti-	
vo consistente en garantizar un entor-	
no empresarial transparente en defen-
sa de los intereses de terceros. En efec-
to, dado que, en principio, los accio-
nistas minoritarios no están facultados 	
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para representar a una sociedad anó-
nima ni para obligarla frente a terceros 
ni para ejercer funciones de gestión 
y de control, los datos relativos a to-
dos esos accionistas parecen carecer 
de relevancia para esos terceros. Por 
consiguiente, una normativa como la 
sometida a controversia no resulta ni 	
idónea ni necesaria para alcanzar di-
cho objetivo, por lo que no puede ser-
vir de justificación para una injerencia 
grave en los derechos reconocidos en 
los artículos 8 y 9 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales.

	 § 22.  En cambio, el acceso al pú-
blico de los datos personales de los 
socios sí es un mecanismo idóneo para 	
contribuir a la prevención del blan-
queo de capitales y de la financia-
ción del terrorismo. De hecho, estas 
finalidades pueden llegar a justificar 
injerencias, incluso graves, en los de-
rechos fundamentales de los socios. 
Ahora bien, ese acceso no resultaba 
estrictamente necesario en este caso, 
dado que estos objetivos pueden al-
canzarse igualmente por otros medios 
que suponen una menor limitación 
de los derechos fundamentales de 
los ciudadanos. En todo caso, y por 
lo que se refiere al asunto concreto, 
no parece estrictamente necesario 
que los datos personales de los socios 
sean accesibles a cualquier persona, 
sin necesidad de que esta última acre-
dite siquiera un interés legítimo. Tanto 
más cuanto que se trata de accionis-	
tas minoritarios que no tienen la con-
dición de «titulares reales»; recuér-
dese que, en su Sentencia de 22 de 
noviembre del 2022 (caso Luxem-
bourg Business Registers, ass. acs. 
C-37/20 y C-601/20), el tribunal ya 	

había considerado que no era válida 
una norma que imponía a los Estados 
poner a disposición del público en 
general la información sobre la titula-	
ridad real.

	 § 23.  Adicionalmente, el tribunal 
aclaró que las eventuales dificulta-
des prácticas para la comprobación 
de la existencia de un interés legítimo 
en el acceso a los datos personales 
no convierten en necesarias (y, por 
tanto, no justifican) normas que per-
miten tal acceso a cualquier persona 
incondicionalmente. Más aún: ya en 
la Sentencia Luxembourg Business Re-
gisters se había manifestado que la 
eventual existencia de dificultades para 
definir con precisión los supuestos y 
las condiciones en las que el público 
puede acceder a información sobre 
la «titularidad real» (en definitiva, la 
dificultad de precisar el concepto de 
interés legítimo) no puede justificar 
que el legislador de la Unión prevea 
el acceso del público en general a esa 
información. Asimismo, la regulación 
letona no iba acompañada de garan-
tías suficientes como para proteger 
eficazmente a los afectados contra 
los riesgos de abuso (cfr. supra, § 15). 
Por tanto, desde la óptica del objeti-
vo mencionado, la normativa contro-
vertida no sólo no era necesaria, sino 
tampoco proporcional.

	 § 24.  Finalmente, por lo que res-
pecta al objetivo de facilitar la infor-	
mación precisa para la aplicación de 
sanciones (supra, § 11), la normativa 
controvertida puede ser idónea pero, 	
al igual que en el caso anterior, el ac-	
ceso del público a estos datos no 
resulta estrictamente necesario para 	
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lograrlo. Además, como también su-	
cedía con la finalidad de luchar contra 	
el blanqueo de capitales y evitar la fi-	
nanciación del terrorismo, hay un dé-	
ficit de proporcionalidad dado el ca-	
rácter de los derechos fundamentales 
afectados y la ausencia de garantías 
suficientes que permitieran proteger 
eficazmente a los interesados contra 
los riesgos de abuso.

	 § 25.  Como conclusión, el Tribunal 
de Justicia declaró que los artícu-
los 5 y 6 del Reglamento General de 
Protección de Datos se deben inter-
pretar de esta manera:

	 … en el sentido de que se oponen a 

una normativa nacional que obliga 

a poner a disposición del público 	

datos personales de todos los ac-

cionistas de sociedades anónimas, 

incluidos los accionistas minori-

tarios, relativos a la identidad de 

cada uno de esos accionistas, sus 

datos de contacto, la categoría, el 

número y el valor nominal de las 

acciones que poseen y el núme-

ro de votos asociados a dichas 

acciones, con el fin de garantizar 

un entorno empresarial transpa-

rente para proteger los intere-	

ses de terceros, prevenir el blan-

queo de capitales y la financiación 

del terrorismo y de la proliferación 

de armas de destrucción masiva, 

y proporcionar la información ne-

cesaria para la aplicación de san-

ciones nacionales, internacionales 

y de la Unión Europea, cuando el 

acceso a dichos datos no esté su-

peditado a ningún requisito, como 

la demostración de un interés le-	

gítimo.

5.	 Observaciones finales

	 La sentencia del Tribunal de Justicia que 
hemos sintetizado permite extraer varias 
lecciones en relación con el régimen de 
publicidad registral de los datos de los so-
cios de las sociedades de capital:

1)	 La normativa de la Unión Europea no 
exige que se publique información so-
bre todos los socios de las sociedades 
de capital, lo que incluye a los socios 
minoritarios.

2)	 La previsión por las legislaciones na-
cionales de la publicación de datos de 
carácter personal de los socios plan-
tea un problema de compatibilidad 
con los derechos al respeto a la vida 
privada y a la protección de los datos 
personales (arts. 7 y 8 de la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea).

3)	 Ha de tenerse en cuenta que la co-
municación de datos personales a 
terceros (incluida la puesta a dispo-
sición de tales datos) constituye una 
injerencia en los referidos derechos 
fundamentales, con independencia 
de cuál sea la utilización que poste-
riormente se haga de la información, 
de que ésta tenga o no carácter sensi-	
ble y de que los interesados hayan 
sufrido o no inconvenientes en virtud 
de tal injerencia.

4)	 Aunque no está excluida la posibili-
dad de que una legislación nacional 
establezca limitaciones a dichos de-
rechos (que no son absolutos), deben 
valorarse la idoneidad, la necesidad 
y la proporcionalidad de las medidas 
adoptadas en atención a los objetivos 
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perseguidos. Para valorar su idonei-
dad ha de examinarse si la medida es 
útil y adecuada para alcanzar dichos 
objetivos. Y para valorar su necesi-
dad ha de analizarse si puede lograse 
eficazmente la finalidad pretendida 
por medios alternativos que impliquen 
injerencias menos graves en los dere-
chos afectados.

5)	 Por tanto, en términos generales, una 
legislación nacional que permita el ac-
ceso a los datos de carácter personal 
de los socios de compañías conteni-
dos en un registro público (tales como 
nombre, domicilio, clase, número y 
valor nominal de las acciones o par-
ticipaciones y número de votos que 
atribuyen) puede ser conforme con el 
Derecho europeo. Pero para que ello 
suceda, tal medida ha de responder 
a un objetivo de interés público reco-
nocido por la Unión y, además, como 
se ha apuntado, esa injerencia en los 
derechos fundamentales del respeto a 
la vida privada y a la protección de los 
datos personales deberá ser idónea, 
estrictamente necesaria y proporcio-	
nal en relación con los objetivos per-
seguidos.

6)	 En el caso concreto, el Tribunal de Jus-	
ticia decidió que, cuando los objeti-	
vos sean los referidos en la observa-	
ción anterior (esto es, garantizar un 
entorno empresarial transparente para 
proteger los intereses de terceros, 
prevenir el blanqueo de capitales y 
la financiación del terrorismo y de la 
proliferación de armas de destrucción 

masiva, y proporcionar la información 
necesaria para la aplicación de sancio-
nes nacionales, internacionales y de 
la Unión Europea) una legislación na-
cional no será conforme con el Dere-
cho de la Unión si permite a cualquier 
persona, sin necesidad de acreditar un 
interés legítimo, el acceso a los datos 
personales de los socios (porque no 
resulta estrictamente necesario que 
dichos datos estén disponibles para 
cualquier persona sin que se imponga 
requisito alguno). Recuérdese, a este 
propósito, que la comprobación de la 
existencia de tal interés corresponde-	
rá al responsable del tratamiento de 	
los datos personales en cuestión. Y 
que las eventuales dificultades prác-
ticas para la comprobación de la exis-	
tencia de un interés legítimo en el ac-
ceso a los datos personales no son su-
ficientes para justificar que la norma-	
tiva permita incondicionalmente dicho 
acceso a cualquier persona.

7)	 Finalmente, debe observarse algo ob-	
vio: el hecho de que una normativa 
nacional no se oponga al Derecho de 
la Unión no significa necesariamente 	
que sea realmente adecuada para al-	
canzar los fines que se pretenden, 
ni que sea oportuna y acertada, ni 
que esté exenta de inconvenientes, 
ni que sea técnicamente impeca-	
ble, ni que no sea de difícil encaje con 
el resto del ordenamiento nacional… 
La valoración de todos estos extremos 
se produce en planos diferentes al 
de su conformidad con el Derecho 	
europeo.
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